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EXP. N.. 013.18,201 8-PHC/TC
ICA
GONZALo LIZARDO óscAR At,zAMoRA
RUIZ Y OTROS

SENTENCIA INTERLOCUTORf A DEL TRIBUNAL CONST'ITUCIONAI,

Lima. l5 de octubre de 2018

cuestiór1 de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
c¡doncia constitucional

^st 
Nt o

Rcourso de agravio constitucional intcrpucsto por don Marco Antonio Contreras Vc¡a a

lávor de do¡ Gonzalo Lizardo Oscar Alzamo¡a Rujz, don Abelino Salazar Suárez y don
Scgundo Manucl Sánchez Paredes contra la resolución dc fojas 524, de I de marzo dc
2018, expeclida por la Sala dc Emcrgencia de la Corte Superior de Justicia de Ica, que
dcclaró iDlundada la demanda de habeas colpr.r de autos.

TIT]NDA}IENTOS

ln la sentencia emitida en cl Expediente 00987 2014-PA/TC, publicada en el
dia¡io oficial lll Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal cstablcció, en el
lundamento 49, co caiácter de precedentc, que se expedirá sentcncra
interlocutoria denegatoria, dictada si¡ más trámite, cuando sc presente alguno dc
los siguicntes supuestos, que igualmentc están contenidos en el anicr¡lo ll del
lieglamcnto Nomra¡ivo del'Iribunal Constitucional:

Ca¡ezc¿ de fundamentación la supuesla vulneración quc se invoque)
)

a

b

2

cucstión dc Derecho rnvocada contradiga ün precedente del Tribunal
Conslitucional.
Sc haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales

En cstc caso, sc solioita que se dcclarc la nulidad de la Disposición Fiscal 7-2017-
MPIrN-l DF-FMPC-SCH, de 30 dc mayo de 2017, a través dc la cual la Fiscalia
l'rovincial Mixta Corporativa de Santiago de Chuco formalizó y continuó con la
invesligación preparatoria contra los favorecidos, por la presunta comisión del
dclito dc h!¡rto, en agravio de Coma$ai del mismo modo, cuestiona la disposicion
ñscal que dio inicio a la investigación preliminar en su contra (Caso 224 2014
Acumulado 98-2015).

Se alega quc cl ag¡avio de los dercchos de los favorccidos surgió con la
cxpedició¡ de la disposición fiscal qüe abrió invcstigación preliminar en contm dc
los I'avo¡ccidos y la consecuente cmisión de la disposición fiscal que formalizó Ia
invcstigación prcparatoria en mérito a una mera denuncia dc pa¡te y con basc cn
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hechos quc ya fueron investigados y archivados mediante una anterior disposición
fiscal firme.

Sin emb¿rgo, esta Sala ap¡ccia que 1a disposición fiscal que dispone formalizar y
conlinua( con la investigaciirn preparatoria, asi como la disposición que da inicro
a la investigación prelimrDar del delito, no detcrminan ni i¡ciden en una
alectación negativa, concrcta y directa en el derecho a la libertad personal. Por
consiguicnlc, cl recurso de autos debe ser declarado improcedente.

lin consecuencia. se verifica que el prescntc rccurso dc agravio ha incuÍido en la
causal dc rcchazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la seitencia
emrtida en el tsxpediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo l1 del
Reglamenb Non¡ativo del Tribunal Constitucional. Por esta razó¡, coresponde
declarar, sjn más t¡ánritc, improccdcntc elrecurso de agravio constitr¡cional.

Por cstos trndamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
ConstitucióD Política del Peru, y la participación dcl magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordi¿ suscitada por el voto singllar dei
magistrado F'errero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña BaÍera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEI)ENTE el rccuNo de agravio constitucional porque la cuestión de

)

pecial trascendencia constitucional

Publíquese y notiñqüese

SS.

MIRANDA CANAI,NS
s^Rt)ÓN I)n 't'ABOAt)
ESPINOSA-SAI,D ÑA

l^
t-41)RA E

L

C, a;\

4. Eo ese sentido, se afiIma que antcriormcnte los favorecidos fueron investigados
por el presunto delito de apoderamiento de activos de la empresa Comarsa, lo que

dio lugar a la emisión de la Disposición Fiscal 115-2014, de 16 de octubre de

2014, que dispuso el archivo de dicha investigación; no obstante, la liscalia
nucvamcnte activó la investigación ñscal, pam lo cual dcbió habe¡ veriñcado Ia

exjstcncia de un nuevo elemento de investigación.
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FUNDAMENTo DE voro DEL MAGISTRADO EsprNosA-SALDAñA
BARRER4.

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
¡ecesario señalar lo siguiente:

I . Aquí ha quedado plenamente acreditado quc el recurso de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los de¡echos
invocados por la partc demandante. Siendo asi, se ve¡ifica que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

2. Ahora bieq encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aqui la cuestióü de De¡echo planteada carece
de especial trascendencia constitucional, colforme las pautas establecidas por este

Trihrrnal

3. En efecto. tal como ha desarrollado este Tribunal Constitucional en ¡eite¡ada

.jurisprudencia, al momento de emitir uDa sentencia interlocutoria, lucgo de hacer
mención a las car¡sales de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde refcrirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal cspeciñca cn )a cual hab¡ia incu¡¡ido el recurso planteado, así coúo cumplir
con cxplicar cuá1es son los alcances de ia causal utilizada.

4. De este modo, la exposición de las mzones por las cuales el recurso i¡culae eI1 una
causal detenninada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan lo ¡esuelto cn l]l caso.

Dichas cualidadcs son las quc sc cspcra que tcnga una decisión tomada por este

Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
rclcvantc como Io es la tute¡a de derechos fundamentales.

Lo qu

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

s. ,,,...:,q2'*f
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VO [O SINCUI,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Co¡ ia polestad q¡ie me otorga la Corstitución, y con el mayor rcspeto por la poncncia

dc mi colega magistrado, cmito el presente voto singular, para exprcsar respetuosamcnte

c¡ue disie¡to del precedente vinculantc establecido en la Scntencia 00987-2014-PA/TC,
SEN'I'ENCIA INTERLOCUI'ORIA DENEGA'I ORIA, por los fundamentos quc a
continuación expongo:

Iir. I'RrBuNAl, CoNsrr-ructoNAr, coMo coRTE DE REVISIÓN o FALLo Y No DE

CASACIóN

La Constitución dc 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionales como

i¡stancia dc casación y la Constilución de 1993 convirtió al Tribunal Constitlrcional
cn instancia de 1állo. La Constitución del 79, por primem vez en nuestra historla
constitucional, dispuso la oreación de ü1 órgano ad ¿oc, independientc dcl Poder

Judicial. oon la tarea de gaúntizar la supremacía conslitucional y la vigencia piena

de los derechos findamc¡rtalcs.

2. La Ley |undamcntal de 1979 estableció quc cl 1'ribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el tenitorio nacional para conocer, en tía de casación. dc 1os habeas corput
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho'fribunal no

constituía una i¡stancia habilitada para lallar e¡r lbrma deñnitiva sobre la caL¡sa. Es

dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
J(rc(hoi rcconocidoi cn 1a Constilucion.

l. En ese senlido. la l-cy 23385, l,ey Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitr¡cioiales, vigcntc cn csc momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al cncontrar una resolución denegaloria que ha violado la ley o la ha

aplicado cn lorma errada o ha incur-rido el1 graves vicios procesales en la
tramitación y resoluciór de la demanda, procederá a casa¡ Ia sentencia y, luego de

señalar la dellciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia dc la
Repilblica (¡cenvío) para quc emita nuevo fallo siguiendo sus iineamientos,
proccdimiento que, a todas luces, dilalaba en exceso los procesos constitucionales
rnencionados.

tv1

,:1. lrl modelo de tutela anle ameüazas y vulneración de derechos fue scri¡mente
modiilcado en la Constitución dc 1993. En primer lugar, se amplian Ios

lnccanisnros dc tutcla de dos a cuatro, a sabet, hdbears corpus, a1'tparo, habeas d¿tld

y acciór] dc cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constilucio[alidad, aun cuaDdo la Constitución lo
califica erróneamente como "ó.gano de control de la Constitución". No obst¿nte, en
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8. I-a administración de justicia constitucional dc la libenad que brinda el Trib¡.¡nal
Constitucjonal, desde sr¡ creación. es respetuosa, como corrcspondc, dcl dcrccho dc

'w-
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nlateria de procesos constitucionales de la libertad, la ConstitL¡ció¡ establecc quc el
'I ribunal Consritucion¿l es instancia de revisió¡ o lá11o.

5. flabe señalar que la Constitr.¡ción Politica del Perú, cn su articulo 202, inciso 2,

prescribe que coresponde a1 Tribunal Constitucional "conocer, en úllimu y
definitiNq ¡nsfanc¡.r, las resoluc¡ones denegdlorias dictadas en lo"' procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y accíón de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamcntales,
exige clue el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos dc quien se

cstima amcnazado o agraviado cn un dcrecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria malldatos ese¡ciales de la Constitució¡1, como son el principio de

de1'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo dc la
sociedad y del Lstado (articuio 1), y "ld obser|ancia del deb¡do prcceso y tutela

¡uritdicc¡anal. Ningund petsona puede ser de¡¡ktdo de la juritdicción
predeterm¡ndda por la ley, ni sometida a procedímiento disfinlo de los prevíamenle
es¡ublcci¡los, ]1i ¡uzgada por órgdnos jüt'isdiccionales de ercepción ni pot
comisiones especiales creadas al el¿cto cualquiera sea .tu denominación",
consagrada en el añículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros paises. eD los cuales e1

acccso a la úllima iÍrstancia constitucional tiene lugar por la vía del cerli)l.lr¡
(Suprema Corle de los Estados l]nidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
Lrn órgano supremo de interyretación de la Constitución capaz de ingresar al ibndo
en los llamados proccsos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en scde dcl Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
eslá en discusión es la supuesta amenaza o lcsión de un dcrccho fundamcntal, sc
dcbe ablir la via coñespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la aperluü de esta vía solo se produce si sc pcrmitc al
pelicionante colabomr con los jueces conslitucionales mediante un pormenorizado
.n¿li.i. dc lo quc.c prcrendc. de lo que.r inr.,c.r.

7. Lo constitucional es escuchar a la partc como concrctización de su derecho
irrenulciable a la delénsa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
el'ectivo medio de defensa de los dcrechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados. lo cual cvidencia el t unlb de la justicia l'rente a la
arbitra¡iedad.
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delensa inherente a toda persona, cuya maÍrifcstación primaria cs el derecho a ser

oido con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

dclcrminell sus derechos. intereses y obligacioles.

9. Precisamcntc, mi alejamienlo respecto a la emisión de una resolución constitucional
sir, rcaliz¿rse audiencia de vista cstá relacionado con la dcfensa, la cual, sólo cs

ei¡ctiva cuando cljusticiable y sus abogados puedcn exponer. de mane¡a escrit¡ v
oral, los argumentos perti[entes, concrctándose el prillcipio de inmcdiación que

dcbc regir en lodo proceso constitucional.

10. Sob¡e la iniervención de las parlcs, corresponde señalar que, cn lanto que la
polestad de ¿rdminjstrar justioia constiluye una manifcstación del poder que cl
l]stado oslcnta sobrc las personas, su ejercicio resulta constitucional cr¡ardo sc

brinda co¡ est¡icto rcspeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluyc cl dcrecho a ser oído con las debidas gamntias.

I i. Cabe añadir que la pafiicipacióD dirccta de las pafes, en defensa de sus intereses,
que se concedc cn la audiencia de visla, también constituyc un elemeflto que

democratiza cl ¡rroceso. De lo contrario, se decidiría sobre la eslera de inlerés de

una persona sin permilirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además. el Tribun¿l Constitucional tiene cl deber
inciudiblc dc optimizar. en cada caso corrc]eto, las mzones, los motivos y los
argumcntos que justillcan sus decisio¡es, porque eJ Tribunal Constitucional se

legirima no por ser un lribunal de justicia. sino por la justicia de sus ¡azones, por
cxpresar dc modo sufioiente las r¿rzones de derecho y de hecho rclcvantes en cada

caso que resuel!e-

12. En ese sentido, la Cofie lnteramericana dc Dercchos llumanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "obl¡ga al Estado d tatar dl indiriduo en todo momento coüo
un verdudero tújeto del proccso, en el mds am¡li,' stntil,t le ¿sty lt)nrLplo, y nt)

sü plenlente con@ objefc¡ del mismt'"'- t tI\É "pLtru qu¿ rr¡slo Lhb¡Jo proceso legal
es preciso que un ju""t¡ciable pueda hacel valcl .tus derechos y deJinder sus

¡ntereses en fórma e[ect¡\id y en condiciones de igualdad procesdl con ottos
¡¡t rti¡ inhte¡'e

I Corte lDIl. Caso Barrelo Leiva vs. Venezuela. sente¡cia del 17 dc novicmbre de 2009.
párralb 29.

' Cn.t" IDH. Caso Hilai¡e, Constantine y Benjamin y otros vs. Irinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, pánafo 146.

ICA
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11. Fll modelo de "instancia dc fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvifuado por el 'lribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. I)icho Tribunal es su intéryrete sup¡emo, pero no su refo¡mador, toda
vcz que como órgano constituido tambión está sometido a la Constitución.

14. Cüando se aplica a un proceso conslilucional de la libc¡tad la denominada
"sentcncia intcrlocutoria", ei recurso de agravio constitucional (RA.C) pierde su

verdadera esencia j urídica, ya quc el lribunal Conslitucional no tiene comFetencii¡
para "rcvisar' ni mucho menos "recalillcar" el recu¡so dc agravio conslitucional.

15. De conibrmidad cor los artículos 18 y 20 dcl Código Procesal Constitucional, cl
Tribunal Constitucional no "conccdc" el recurso. Esla es una competencia dc la
Sala Superior del Poder ludicial. AI Tribunal lo que le corrcspondc es conocer del
R-\C y pronunciarsc sobre el fondo. Por cnde, no le ha sido dada la competencia de

rcchazar djcho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo qr¡e la pañe alega
iomo un a¡rar io que Ie (ausa indefensión.

16. Por otro lado, la "sc¡rtcncia intcrlocutoria" establece como supueslos para sn

aplicación fórmulas imprecisas y anrplias cuyo contenido, en ei mejor de los casos.

requiere ser dclarado, justillcado y coücretado en supuestos especificos, a sabcr,
ide¡tificar en qüé casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justilicarlo,
convicrtc cl cmplco dc la prccitada scntencia en arbitrario, toda vez que se podría
al¡ctar. entre otros. el derecho l'undamentai de defensa, en sü manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisioncs subietircs y
carcntcs de prcdictibilidad, afcctando notablcmente a los justiciables, quienes
lendrían clue adivinar c1ué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respecliva demanda.

17. Por lo demás, mutatis mulandir^, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-201,1-PA/]'C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
tállos, como cn ci caso Luis Sánchez Lagomarcino Ranírez (Scntcncia 02877-
2005-PHC/TC). Del misrno modo, constituye una reañrmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de l.r liberlad (supletoriedad, vía previa.
vias paralelas, litispendencia, i¡vocación del derecho constitucional líquido y
cicrto. ctc-).

18. Sill embargo. el hecho de que los prccesos constitucionales de la libertad sean de
una natr.rralcza procesal distinta a la de los p¡ocesos ordinarios no constituye un
motivo pam que se pueda desvirluar la esencia p ncipal del recuNo de agrar,io
constitucional.
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19. Por tanto, si se ticne en cucnta quc lajusticia en scde constitucional representa la
irltima posibilidad para protcgcr y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para 1a

vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, el1 tanto instancia últiD'ra y
definitiva, sea la adccuada para poder escuchar a las personas afcctadas en sus
dcrechos cscncialcs cuando no cncuentran justicia cn cl Poder Judicial;
espeoialmenle si se liene en cuenta que, agotada la \,ía constitucional, al ¡usticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de deiechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferero Rebagliati, "la defénsa del .lerecho de uno es, al mismo
liempo, una deIénsa lotál de Ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación iurisdiccional, cada cual al del'ender su derecho
cs1á dcl'cndicndo el de 1os demás y el de Ia comunidad que resulla oprimida o

envilecida sin la protccción j udicial auténtica".
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